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Tema:



UNIÓN MARITAL DE HECHO / ELEMENTOS / CONFESIÓN AL DAR RESPUESTA LA LIBELO DE LA DEMANDA / LIQUIDACIÓN SOCIEDAD PATRIMONIAL / CONFIRMA / “De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, su competencia funcional para desatar el recurso queda circunscrita a analizar lo relativo a la fecha en que se terminó la unión marital de hecho entre las partes, lo que permitirá además establecer si la acción se encuentra prescrita como lo alega el demandado. Respecto a la época en que comenzó no se formuló disenso y en consecuencia se considera que tal decisión fue aceptada por los contendientes.”

(…)

“En el asunto bajo estudio no existe controversia sobre la comunidad de vida entre las partes en litigio, con las características a que se refiere la jurisprudencia transcrita, de la que se deriva la unión marital de hecho pregonada en la demanda, pues como ya se indicara, la sentencia, en cuanto declaró su existencia no fue motivo de disenso por las partes. La inconformidad del demandado gira en torno a la fecha en que terminó, para efectos de establecer si se produjo o no la prescripción, en lo relacionado con los efectos patrimoniales que produjo.”

(…)

“En el hecho segundo de la demanda se afirmó que la unión marital de hecho entre las partes “se prolongó en el tiempo desde marzo 8 de 1997, hasta 30 de noviembre de 2012, en la ciudad de Pereira Risaralda; cuando se dio por terminada, como consecuencia de la separación física y definitiva de los compañeros permanentes”.

Al dar respuesta al libelo el demandado aceptó ese hecho y en tal forma se produjo una confesión, la que por reunir los requisitos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil debe tenerse como prueba y vale, aunque se hizo por medio de apoderado judicial de acuerdo con el artículo 197 de la misma obra.

En el interrogatorio absuelto, el citado señor dijo que convivió con la actora hasta el 9 de diciembre de 2010; su apoderada, al formular los alegatos en las dos instancias adujo la misma situación y tal hecho constituye un argumento para obtener la revocatoria del fallo producido.

De acuerdo con el artículo 201 del Código de Procedimiento Civil, toda confesión admite prueba en contrario. Sin embargo, en el caso que ocupa la atención de la Sala, tal situación no se produjo. En efecto, en el escrito por medio del cual se respondió la demanda y concretamente al proponer la excepción de prescripción, además de que no se hizo alusión concreta a la fecha en que según el accionado se produjo la ruptura de la unión, tampoco se solicitó prueba alguna.”

(…)

“Como atrás se indicara, el legislador permite a quien confiesa desvirtuar los hechos sobre los que recae su aceptación, pero en este caso no hay cómo desconocer efectos probatorios a la confesión que efectivamente se produjo, pues como ya se indicara, el demandado no solicitó pruebas al dar respuesta al libelo y las que se recogieron a instancias de la parte actora no tienen tal alcance.

De esa manera las cosas, ha de estarse la Sala a la confesión que hizo el demandado en el escrito por medio del cual dio respuesta al libelo respecto de la fecha en que se puso fin a la unión marital de hecho.

Y de esa manera concluir que la excepción propuesta no estaba llamada a prosperar, porque desde el  30 de noviembre de 2012, cuando se produjo la separación definitiva entre los compañeros permanentes, hasta el 17 de mayo de 2013, cuando se formuló la demanda, no había transcurrido el término de un año y por ende, no se había producido la prescripción que consagra el artículo 8º de la ley 54 de 1999,…”

Citación jurisprudencial: CSJ SC de 5 de agosto de 2013, Rad. 2008-00084-01. / Sala de Casación Civil, sentencia del 13 de agosto de 2015, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez, expediente 47001-31-10-002-2009-00139-01. / 

Sentencia de exequibilidad C-075 del 7 de febrero de 2007

-------------------------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, octubre once (11) de dos mil dieciséis (2016)
Acta No. 489 de octubre 10 de 2016
Expediente 66001-31-10-004-2013-00329-01
Decide la Sala el recurso de apelación que interpuso el señor Duan Honorio Vanegas Jiménez, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 5 de marzo de 2015, en el proceso ordinario que contra el impugnante instauró la señora Edna Alejandra Ospina Grisales.
ANTECEDENTES 

1.- Con la acción propuesta pretende la actora se declare que entre ella y el demandado existió unión marital de hecho y en consecuencia, una sociedad patrimonial, desde el 8 de marzo de 1997 hasta el 30 de noviembre de 2012, la que debe ser declarada disuelta y en estado de liquidación; además, que se condene al último a pagar las costas del proceso.

2.- Como sustento de esas pretensiones, se relataron los hechos que admiten el siguiente resumen:

2.1 Los señores Edna Alejandra Ospina Grisales y Duan Honorio Vanegas Jiménez, ambos solteros, vivieron en unión marital de hecho desde el 8 de marzo de 1997 hasta el 30 de noviembre de 2012, cuando se separaron de manera definitiva.

2.2 Fruto de esa unión nacieron los menores Duan Esteban e Isabella Vanegas Ospina, los días 20 de noviembre de 1997 y 11 de agosto de 2005 respectivamente.

2.3 Los compañeros permanentes no celebraron capitulaciones y de la unión marital de hecho que conformaron surgió la sociedad patrimonial integrada por los bienes que se relacionan en el escrito por medio del cual se promovió la acción.
3.- La demanda se admitió por auto del 21 de mayo de 2013 y de la misma se ordenó correr el debido traslado al demandado. Posteriormente se ordenó inscribirla en el folio de matrícula inmobiliaria número 290-135441 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

4.- Trabada la relación jurídica procesal, el demandado, por medio de apoderada judicial, dio respuesta oportuna al libelo. Aceptó los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y formuló como excepción de mérito la de prescripción.

5.- De esta se dio traslado a la parte demandante, que oportunamente se pronunció; luego, sin ningún resultado práctico se realizó la audiencia prevista en el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil; posteriormente se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que ambas aprovecharon.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 5 de marzo de 2015. En ella, el señor Juez Cuarto de Familia de Pereira declaró no probada la excepción propuesta por el demandado; reconoció la existencia de la unión marital de hecho entre las partes y le otorgó efectos patrimoniales desde el 8 de marzo de 1997 hasta el 30 de noviembre de 2012; declaró disuelta y en estado de liquidación esa sociedad patrimonial y condenó en costas al accionado.

Para decidir así, consideró que el demandado, al replicar la demanda, confesó la existencia de la unión marital de hecho por aquella época y no logró probar la excepción de fondo propuesta, porque no la fundamentó; además, estimó que en el interrogatorio absuelto afirmó que esa relación había terminado en diciembre de 2010, “Precisión final de la que adolece la excepción”, lo que no permitió a la actora ejercer el derecho de defensa cuando respecto de ella se pronunció.
RECURSO DE APELACIÓN 

Inconforme con el fallo, la apoderada del demandado lo impugnó. En esta sede solicitó la práctica de las pruebas que fueron negadas por la Sala y luego adujo que la declaración de parte que rindió la  demandante está llena de incongruencias y desfases temporales; tachó de sospechosa la versión que rindió el hijo común de las partes porque deja ver su apatía desamor e intolerancia por su señor padre.

Con fundamento en pruebas que aportó al formular sus alegatos en primera instancia, insiste en que el vínculo entre las partes terminó en diciembre de 2010 y aduce que el demandado tuvo una relación marital de hecho con la señora Sandra Patricia Riascos Avendaño desde marzo de 2011 hasta diciembre de 2013, “días en los cuales terminó y comenzó una nueva vida con otra pareja sentimental diferente”; afirma que la demandante olvida que sostuvo relaciones extramatrimoniales y públicas con Ánderson Julián López López desde 2008 y hasta agosto de 2013 y tampoco recuerda que instauró demanda por violencia intrafamiliar contra el demandado el 18 de febrero de 2013, la que nunca existió y la declaración que rindió demuestra que viven en la misma edificación, pero en lugares diferentes, sin que tengan vida marital.

Expresó que su poderdante mantuvo afiliada a la actora al sistema de salud porque era la madre de sus hijos y no tenía trabajo estable; de enfermarse, los directos afectados serían los menores, “lo que a la postre llevaría a que mi mandante… tuviese que ayudarle económicamente” y que la ley 100 de 1993 permite a cualquier tercero realizar aportes por el cotizante o beneficiario, sin que ello implique una relación laboral o una relación marital de hecho.

Agregó que la actora no demostró la participación, ni colaboración económica en la formación de la sociedad marital, con fundamento en jurisprudencia que consideró aplicable al caso y por último dijo que tanto los activos como los pasivos hacen parte de esa sociedad y que en este caso los últimos ascienden a $92.000.000. 

Solicitó, en consecuencia, se revocara la sentencia impugnada. 

CONSIDERACIONES

1.- Para definir la cuestión, se  aplicarán, en materia procesal, las normas del Código de Procedimiento Civil, vigentes para cuando se interpuso el recurso, de acuerdo con los artículos 624 y 625 numeral 5º del Código General del Proceso, que empezó a regir en este Distrito Judicial el pasado 1º de enero.

2.- Se encuentran satisfechos los presupuestos procesales y ninguna causal de nulidad se observa que pueda afectar la validez de la actuación. Además, las partes están legitimadas en la causa.

3.- De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, su competencia funcional para desatar el recurso queda circunscrita a analizar lo relativo a la fecha en que se terminó la unión marital de hecho entre las partes, lo que permitirá además establecer si la acción se encuentra prescrita como lo alega el demandado. Respecto a la época en que comenzó no se formuló disenso y en consecuencia se considera que tal decisión fue aceptada por los contendientes.
4.- La Ley 54 de 1990, por medio de la cual se concedieron efectos a las uniones maritales de hecho, dice en el artículo 1º que a partir de su vigencia y para todos los efectos civiles, así se denomina la formada entre un hombre y una mujer, o personas del mismo sexo de acuerdo con la sentencia de exequibilidad C-075 del 7 de febrero de 2007 proferida por la Corte Constitucional, que sin estar casados hacen una comunidad de vida permanente y singular, disposición de la cual se deducen los requisitos que deben reunirse a efectos de obtener su reconocimiento judicial. Así lo ha explicado la Corte Suprema de Justicia:


“6.-La Corte a través de su jurisprudencia ha esclarecido que los únicos requisitos que al juzgador  corresponde  ponderar  a  la  hora de  determinar si  se  estructura  o  no  una  unión  marital  de  hecho  son,  a  saber (CSJ SC de 5 de agosto de 2013, Rad. 2008-00084-01): 

(i) “Una comunidad de vida, que no es otra cosa que la concatenación de actos emanados de la voluntad libre y espontánea de los compañeros permanentes, con el fin de aunar esfuerzos en pos de un bienestar común. No depende por lo tanto de una manifestación expresa o el cumplimiento de algún formalismo o ritual preestablecido, sino de la uniformidad en el proceder de la pareja que responde a principios básicos del comportamiento humano, e ineludiblemente conducen a predicar que actúan a la par como si fueran uno solo, que coinciden en sus metas y en lo que quieren hacia el futuro, brindándose soporte y ayuda recíprocos. La misma presupone la conciencia de que forman un núcleo familiar, exteriorizado en la convivencia y la participación en todos los aspectos esenciales de su existencia, dispensándose afecto y socorro, guardándose mutuo respeto, propendiendo por el crecimiento personal, social y profesional del otro. Conlleva también obligaciones de tipo alimentario y de atención sexual recíproca. Las decisiones comunes también se refieren a la determinación de si desean o no tener hijos entre ellos, e incluso acoger los ajenos, fijando de consuno las reglas para su crianza, educación y cuidado personal, naturalmente con las limitaciones, restricciones y prohibiciones del ordenamiento jurídico”. 

(ii) “La singularidad, en virtud de la cual no hay campo para compromisos alternos de los compañeros permanentes con terceras personas, toda vez que se requiere una dedicación exclusiva al hogar que se conforma por los hechos, ya que la pluralidad desvirtúa el concepto de unidad familiar que presuponen esta clase de vínculos... 

(iii) “La permanencia, elemento que como define el DRAE atañe a la ‘duración firme, constancia, perseverancia, estabilidad, inmutabilidad’ que se espera del acuerdo de convivencia que da origen a la familia, excluyendo de tal órbita los encuentros esporádicos o estadías que, aunque prolongadas, no alcanzan a generar los lazos necesarios para entender que hay comunidad de vida entre los compañeros. La ley no exige un tiempo determinado de duración para el reconocimiento de las uniones maritales, pero obviamente ‘la permanencia (…) debe estar unida, no a una exigencia o duración o plazo en abstracto, sino concretada en la vida en común con el fin de poder deducir un principio de estabilidad que es lo que le imprime a la unión marital  de hecho, la consolidación jurídica para su reconocimiento como tal’ (sentencia de 12 de diciembre de 2001, exp. 6721), de ahí que realmente se concreta en una vocación de continuidad y, por tanto, la cohabitación de la pareja no puede ser accidental ni circunstancial sino estable […] Lo expuesto sin perjuicio del lapso mínimo de dos años, que establece el artículo 2º de la Ley 54 de 1990 , para que se surtan los efectos económicos involucrados en la sociedad patrimonial entre compañeros permanente…”...”

Según esa jurisprudencia, la comunidad de vida de que habla la ley al tratar de la unión marital de hecho exige como elemento esencial y objetivo la cohabitación, tomada en el sentido de compartir la misma residencia o vivienda y es ese elemento estructural que debe darse para que la misma se configure, pero además consagra un elemento subjetivo, traducido en la existencia de un vínculo con todas las apariencias de matrimonio que evidencie la entrega común de cuerpos y alma, la intención de formar un hogar.

5.- En el asunto bajo estudio no existe controversia sobre la comunidad de vida entre las partes en litigio, con las características a que se refiere la jurisprudencia transcrita, de la que se deriva la unión marital de hecho pregonada en la demanda, pues como ya se indicara, la sentencia, en cuanto declaró su existencia no fue motivo de disenso por las partes. La inconformidad del demandado gira en torno a la fecha en que terminó, para efectos de establecer si se produjo o no la prescripción, en lo relacionado con los efectos patrimoniales que produjo.

6.- En el hecho segundo de la demanda se afirmó que la unión marital de hecho entre las partes “se prolongó en el tiempo desde marzo 8 de 1997, hasta 30 de noviembre de 2012, en la ciudad de Pereira Risaralda; cuando se dio por terminada, como consecuencia de la separación física y definitiva de los compañeros permanentes”.
Al dar respuesta al libelo el demandado aceptó ese hecho y en tal forma se produjo una confesión, la que por reunir los requisitos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil debe tenerse como prueba y vale, aunque se hizo por medio de apoderado judicial de acuerdo con el artículo 197 de la misma obra.
En el interrogatorio absuelto, el citado señor dijo que convivió con la actora hasta el 9 de diciembre de 2010
; su apoderada, al formular los alegatos en las dos instancias adujo la misma situación y tal hecho constituye un argumento para obtener la revocatoria del fallo producido.
De acuerdo con el artículo 201 del Código de Procedimiento Civil, toda confesión admite prueba en contrario. Sin embargo, en el caso que ocupa la atención de la Sala, tal situación no se produjo. En efecto, en el escrito por medio del cual se respondió la demanda y concretamente al proponer la excepción de prescripción, además de que no se hizo alusión concreta a la fecha en que según el accionado se produjo la ruptura de la unión, tampoco se solicitó prueba alguna.

A instancias de la demandante se escuchó el testimonio del señor Jonatan Duque Ruiz, quien no supo decir con certeza la fecha en que terminó la unión de que se trata. En efecto, afirmó que en la misma semana en que dio su versión, el 10 de febrero de 2015, se enteró de la separación de la pareja porque la actora se fue de la casa en la que vivía con el demandado y se radicó en la de su mamá
.

También se escuchó a Duan Esteban Vanegas Ospina, hijo común de las partes, quien dijo que en el año 2010 vivía toda la familia, que incluye a sus padres y hermanos, en el barrio Samaria; se presentaron problemas con su papá, se fueron de allá para la casa de su abuela a principios del año 2011 y lo hicieron hasta mediados del mes de diciembre del mismo año, cuando regresaron a aquella vivienda porque sus padres se reconciliaron. Expresó que su progenitora viajó a Chile en agosto de 2012 con la anuencia de su padre en busca de recursos económicos; a su regreso “hubo  una indiferencia entre los dos”, entonces tuvieron problemas normales de pareja; a comienzos de 2013 seguían todos viviendo en el mismo lugar y a mediados de ese año, su mamá tomó la decisión de terminar con todo pero en forma definitiva; nuevamente viajó a Chile en febrero de 2014 desde donde les enviaba lo necesario y los dejó bajo el cuidado de una tía, regresó y  permanecieron en la misma casa “hasta el mes pasado” (su declaración la rindió el 10 de febrero de 2015)
. 

Ese testimonio fue tachado de sospechoso por la apoderada del demandado en razón al vínculo que lo une con las partes y porque es menor de edad.

Esas razones no son las que justifican dudar de la veracidad de las afirmaciones del testigo; son otras. Concretamente una de las que invocó al sustentar la apelación, básicamente la mala relación que tiene con su padre, la que calificó “por debajo de pésima” en la  declaración rendida, en la que también dijo cosas como que respecto de él tiene “una sensación de decepción  por su forma de ser tan desagradable”; mantienen en constante conflicto; “Vivíamos muy tedioso por mi papá, porque él hacia cualquier cosa para que yo estuviera mal” y que tuvo influencia en la ruptura de la relación “ya que estaba en contra de las malas acciones de mi papá”, era agresivo, cuando tomaba, porque era alcohólico, le decía que no era hijo suyo y que el citado señor  “ha sido un padre monetario pero su paternidad es lo que no he tenido plenamente”.
A pesar del vínculo que liga al deponente con el demandado, de esas últimas afirmaciones, surge evidente el mal concepto en que aquel tiene a su progenitor y como ya se había anunciado, que su relación no es buena. Ese resentimiento, que puede afectar su ánimo sereno, permite dudar de sus manifestaciones, específicamente en relación con la fecha en que dijo terminó la unión marital e inferir que sus dichos pudieron estar dirigidos a favorecer a su madre, antes que a colaborar con la justicia. Es decir, se considera un testigo sospechoso de acuerdo con el artículo 217 del Código de Procedimiento Civil, y por ende, sus afirmaciones resultan ineficaces.
Con el interrogatorio absuelto por la demandante tampoco se obtuvo su confesión para desvirtuar la del demandado, pues afirmó que la separación definitiva de su compañero se dio en el mes de agosto de 2013
, a pesar de que en los hechos de la demanda se expresó que lo había sido el 30 de noviembre de 2012 y que tal escrito se presentó para el respectivo reparto el 17 de mayo de ese año
.

Y aunque causa desazón la situación de que se trata, de tal hecho solo puede inferirse un indicio en contra de la demandante de acuerdo con el artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, pues en tal forma revela una incertidumbre que gravita en su contra. Sin embargo, tal indicio no resulta apto para desconocer los efectos patrimoniales a la unión marital de hecho, porque se trata de uno solo y su naturaleza es equívoca. 

Además, porque de acuerdo con el principio de congruencia que consagra el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, como la sentencia debe estar en consonancia con los hechos planteados en la demanda, ha de estarse este Tribunal a aquella fecha que se mencionó en ese escrito como en la que terminó la unión, la que como ya se indicara se demostró con la propia confesión del demandado, quien no logró desvirtuarla.

Al proceso se incorporaron certificaciones expedidas por la EPS Cafesalud
 que dan cuenta de la afiliación que hizo el demandado, respecto de la demandante, como beneficiaria suya, en calidad de compañera permanente, a los servicios de salud que ofrece aquella entidad, desde el 7 de febrero de 2011. Esos documentos confirman la confesión que hizo el demandado al dar respuesta al libelo, en relación con la fecha en la que terminó la unión marital de hecho y permiten inferir, en consecuencia, que para el mes de noviembre de 2010 aún no se había terminado, como lo adujo el citado señor en el interrogatorio absuelto.
Como atrás se indicara, el legislador permite a quien confiesa desvirtuar los hechos sobre los que recae su aceptación, pero en este caso no hay cómo desconocer efectos probatorios a la confesión que efectivamente se produjo, pues como ya se indicara, el demandado no solicitó pruebas al dar respuesta al libelo y las que se recogieron a instancias de la parte actora no tienen tal alcance.

De esa manera las cosas, ha de estarse la Sala a la confesión que hizo el demandado en el escrito por medio del cual dio respuesta al libelo respecto de la fecha en que se puso fin a la unión marital de hecho.
Y de esa manera concluir que la excepción propuesta no estaba llamada a prosperar, porque desde el  30 de noviembre de 2012, cuando se produjo la separación definitiva entre los compañeros permanentes, hasta el 17 de mayo de 2013, cuando se formuló la demanda, no había transcurrido el término de un año y por ende, no se había producido la prescripción que consagra el artículo 8º de la ley 54 de 1999, según el cual, “Las acciones para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, prescriben en un año, a partir de la separación física y definitiva de los compañeros, del matrimonio con terceros o de la muerte de uno o de ambos compañeros.”
7.- Para la Sala no tienen acogida los argumentos planteados por la apoderada del accionado al sustentar el recurso por los motivos que hasta aquí se han expuesto y además porque las pruebas que aportó al formular sus alegatos en primera instancia no pueden ser apreciadas de acuerdo con el inciso  1º del artículo 183 del Código de Procedimiento Civil, que dice: “Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse o incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados en este código” y eso no fue lo que acaeció en el caso concreto, en el que se aportaron de manera extemporánea. 

Tampoco puede servir de fundamento para obtener la revocatoria del fallo las relaciones que se dice tuvo cada una de las partes con personas diferentes; tampoco lo relacionado con una denuncia por violencia intrafamiliar que en contra del accionado promovió la demandante, ni la falta de aportes económicos por parte de la última a la sociedad patrimonial, pues son hechos nuevos, que no fueron invocados por el primero en el escrito por medio del cual respondió la demanda y respecto de los cuales la demandante no tuvo oportunidad de ejercer su derecho de defensa.

Lo relacionado con el activo y el pasivo social será asunto a dilucidar en etapa posterior, concretamente en el trámite de la liquidación de la sociedad conyugal.
7.- CONCLUSIONES Y DECISIÓN
De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el fallo apelado.
El demandado cancelará las costas causadas en esta instancia. 
No se fijarán las agencias en derecho en esta sede porque a juicio de la mayoría de la Sala, debe aplicarse el Código General del Proceso que no ordena proceder así.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A   :

1º. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 5 de marzo de 2015, en el proceso ordinario promovido por Edna Alejandra Ospina Grisales contra el señor Duan Honorio Vanegas Jiménez.

2º. CONDENAR a la parte demandada a pagar las costas causadas en esta instancia. 

Notifíquese y cúmplase,  

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
(Con salvamento parcial de voto)
DUBERNEY HERRERA GRISALES

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sala de Casación Civil, sentencia del 13 de agosto de 2015, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez, expediente 47001-31-10-002-2009-00139-01 
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